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///la ciudad de San Isidro, a los tres días del mes de noviembre de dos mil seis, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores DANIEL MALAMUD, ROGER ANDRE BIALADE y JUAN IGNACIO KRAUSE, para dictar sentencia en el juicio: “WOOD SRL c/CENCOSUD S.A. s/ cobro de pesos”; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause, Malamud y Bialade, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S
1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:


1º) La sentencia de fs. 567/569 rechazó la demanda que por cobro de pesos promoviera “WOOD SRL” contra “CENCOSUD S.A.” imponiendo las costas a la actora.


Apela esta última conforme los agravios que presenta a fs. 584/589.


No está discutido el contrato de locación de obra que existiera entre la demandada  y la empresa constructora “Güiraldes Zaefferer S.A.” por el cual se le encargó a esta última la construcción de un centro comercial denominado “Shopping Las Palmas” de Pilar.


Denunciando la actora haber vendido a la empresa mencionada  vigas laminadas de maderas que se utilizaron en la construcción del “Shopping Las Palmas”, propiedad de Cencosud SA., la demandó por el cobro de la suma de $ 35.180 que no le abonó “Güiraldes Zaefferer S.A.”. Fundó su derecho en el art. 1645 del Cód. Civil.


La sentencia rechazó la demanda por entender que ella no era procedente habiéndose presentado la empresa en concurso.

2º) La acción que el art. 1645 confiere contra el dueño de la obra a quien ha proveído de materiales para ella lo es hasta la medida de lo que aquél adeuda al empresario, cantidad que debe tomarse en consideración según el estado de cuenta existente entre el empresario y el dueño (SALVAT R., “Tratado…”, Fuente de las Obligaciones, t. II, pág. 353, nota 561 “c”). Se trata de una acción directa que se ejerce a nombre propio sobre el crédito que el empresario tiene contra el dueño por el saldo de precio (Lorenzetti, R., “Tratado de los contratos”, t.II. pág. 732). Por efecto de la acción se produce la sustitución de un deudor por otro aunque permaneciendo la acción contra el deudor sustituido. Existen, pues, para los sujetos legitimados por el art. 1645 del Cód. Civil, dos deudores: el empresario mismo y el comitente pero con la modalidad de que este último es deudor directo del accionante hasta el monto del crédito del empresario en el momento de deducirse la acción (Spota, “Tratado de la Locación de Obra”, t.III, pág.153). Es claro, entonces, que sólo es viable la acción hasta la cantidad que el dueño adeudara al constructor (Cám.Nac. Com., Sala “A”, 28-02-2000, LL. 2000-E-883; Cám.Nac.Civ., Sala “A”, 13-12-79, LL. 1980-C-49); si tal deuda no existe, los que ponen su trabajo o materiales –tal como lo indica el art. 1645 del Cód. Civil- no tienen acción contra aquél.


La demandada en este sentido negó adeudar suma alguna al empresario; por el contrario denunció que, ante la resolución del contrato por incumplimiento, es este último quien le adeuda las sumas que ha presentado a verificar en su concurso.


Ello así y reconocida la relación contractual existente entre “Güiraldes Zaefferer S.A.” y la demandada corresponde a ésta probar que nada le adeuda. Le incumbe al comitente demostrar que no tiene deuda con el empresario (art. 375 del C.P.C.; Lorenzetti, R., “0p.cit.”, t.II, pág. 733; Cám.Nac.Civ., Sala “A”, L.L. 104-160; Cám. Nac. Com., Sala “B”, LL. 116-86). 


Adelanto a VV. EE. que, a la luz de las reglas de la sana critica, tal prueba ha sido producida.


En efecto; conforme surge de la prueba pericial rendida y el pliego de condiciones con ella agregada en autos (fs. 427/478) surge que el precio de la obra se pagaba de acuerdo a las certificaciones que mensualmente se presentaban a la demandada (fs.479). Como ya lo adelantara para la determinación de la posible deuda del dueño para con el locador debe considerarse el estado de cuenta existente entre el empresario y el dueño al momento de interponerse la demanda. En tal sentido es dable destacar que el perito contador designado en autos  dictamina a fs. 479 que, analizada la cuenta corriente del proveedor “Güiraldes Zaefferer S.A.” nº 3065176074 no surge deuda para con ella de parte de la demandada; por el contrario al 26 de octubre de 2001, es decir con anterioridad a la iniciación de esta demanda (10-06-02) y a la intimación de fs.22/23 (10-3-2002) surge un saldo pendiente a favor de CENCOSUD S.A. de $183,04. Tal dictamen no ha merecido objeciones ni impugnaciones de ninguna de las partes a quienes se corrió el traslado pertinente (fs.565) y como tal demuestra eficazmente la defensa de la demandada de nada adeudar al locador de la obra. Cabe destacar en este aspecto que cuando el análisis formulado por el perito consiste en un estudio fundado y sus conclusiones surgen como consecuencias lógicas, debe estarse a ellas a falta de pruebas que la destruyan no bastando para ello las meras afirmaciones o discrepancias subjetivas de las partes con el dictamen que, en el caso, tampoco han existido (art. 474 del C.P.C.; MORELLO y otros, "Códigos...", 1ª ed., vol. V, pág. 230; Causa 47.302 del 5-9-88, 54.496 del 17-5-91, 88.699 del 25-4-02).


Por lo demás las conclusiones de la pericia se encuentran corroboradas por la prueba testifical rendida. Así la testigo Patricia Elena Davila (fs. 334/335), que se desempeñaba como arquitecta de la demandada, afirma que ella era quien controlaba los avances de la obra; quien dijera ser su asistente sr. Rama (fs.342), manifestó que se emitieron certificados de obra mayores a los que la obra tenía cuando fue dejada por “Güiraldes Zaefferer S.A.”. Aun cuando la demandada fue declarada negligente en la prueba informativa tendiente a acreditar el crédito (según ella emergente de la resolución contractual ocurrida por incumplimiento) que presentó para su verificación en el concurso del contratista (fs. 558), el testigo Dr. Antonio Cesar Barrio (fs.387/388) se refiere, dando suficiente razón de sus dichos, a los problemas suscitados en la obra por el abandono del contratista y la falta de pago de los operarios que en ella trabajaban.


Si bien es cierto que, dada la finalidad tuitiva que tiene el art. 1645 del Cód. Civil, los hechos invocados por el locatario en los cuales funda su liberación deben ser interpretados restrictivamente (S.C.B.A., 26-8-58, Ac. Y Sent. 1958-IV-390), también lo es  que -como ya lo adelantara- la demandada, en el caso, ha probado suficientemente la defensa que en tal sentido opusiera a la pretensión de la actora (art. 384, 456, 474 y cc. del C.P.C.). 

Ha de rechazarse, pues, por las razones dadas la demanda promovida y confirmar con fundamento en ellas la sentencia apelada.


Cabe recordar en este sentido que si bien los poderes de la Alzada tienen una primera frontera en la medida del recurso interpuesto, también la Cámara -por la recuperación plena de la jurisdicción operada cuando la parte no apeló por serle favorable la sentencia- debe tratar todas las cuestiones como lo fueron planteadas en la demanda y su contestación (arts. 260, 266, 273 y cc. del C.P.C.; causa 54.250 del 6-9-91, 55.818 del 3-10-91 de esta Sala).


No han de considerarse las cuestiones referidas a la posibilidad de litigar, conforme los términos del art. 1645 del Cód. Civil, cuando el empresario se ha presentado en concurso, por ser tal cuestión abstracta. Es ajeno a la función judicial decidir sobre cuestiones que devinieron abstractas (Morello y otros, "Códigos Procesales...", 1ª ed., vol. 1, pág. 31; CSJN, "Fallos" 260:45; 262:226; causa 70.342 del 7-10-97, 88.002 del 18-9-2003 de esta Sala).
Voto por la afirmativa. 

A la misma cuestión, los señores Jueces doctores Malamud y Bialade  por iguales consideraciones, votaron también por la afirmativa.

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:
Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior corresponde confirmar la sentencia apelada. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la apelante vencida (art.68 del C.P.C.) a cuyo fin se regulan los honorarios del Dr. Juan B. Macchiavello en la suma de UN MIL pesos (art. 31 de la ley 8904).



ASI LO VOTO
A la misma cuestión los señores Jueces doctores Malamud y Bialade  por iguales motivos votaron en el mismo sentido.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:
           S E N T E N C I A
POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo, se confirma la sentencia apelada. Las costas devengadas ante esta Alzada se imponen a la apelante vencida (art.68 del C.P.C.) a cuyo fin se regulan los honorarios del Dr. Juan B. Macchiavello en la suma de UN MIL pesos (art. 31 de la ley 8904). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

